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I. Introducción	

Este	escrito	analiza	cómo	la	ubicación	estratégica	de	las	cláusulas	arbitrales	incide	en	su	aceptación	y	validez	en	

el	 ámbito	 de	 los	 contratos	 digitales,	 ponderando	 los	 derechos	 de	 las	 partes	 y	 la	 eficacia	 del	 consentimiento	

manifestado.	 Resulta	 previsible	 que	 las	 corporaciones	 opten	 por	 el	 arbitraje	 como	método	 de	 resolución	 de	

disputas.	El	beneficio	para	los	redactores	de	estas	cláusulas	es	tener	el	poder	de	reglamentar	y	moldear	el	reclamo	

según	sus	intereses	siempre	que	cumplan	con	las	disposiciones	de	la	Ley	Federal	de	Arbitraje	(“FAA”).1		A	este	

beneficio	 se	 le	 añaden	 la	 rapidez	con	 la	que	debería	 resolverse,	 el	 ahorro	de	 tiempo	y	dinero	que	 implica,	 la	

privacidad	que	brinda	en	la	resolución	de	conflictos	y	la	flexibilidad	que	la	caracteriza.	

II. Compañía	OpenStage	

Un	ejemplo	reciente	es	OpenStage,	una	compañía	inglesa	que	desarrolla	plataformas	para	que	los	

 
*El	autor	es	estudiante	de	la	Escuela	de	Derecho	de	la	Universidad	de	Puerto	Rico.	Posee	un	Bachillerato	en	Relaciones	Públicas	y	Publicidad	
de	 la	Universidad	 de	 Puerto	 Rico,	 Recinto	 de	 Río	 Piedras.	 Cuenta	 con	 experiencia	 profesional	 en	instituciones	 públicas	 centradas	 en	 el	
desarrollo	económico	y	entretenimiento	en	Puerto	Rico.	Completó	pasantías	en	los	bufetes	Napoli	Shkolnik,	LLC	y	Marichal	Hernández,	LLC,	
donde	asistió	en	labores	de	litigio	en	el	foro	estatal	y	federal	y	demás	asuntos	corporativos.	Se	desempeñó	como	PEAF	del	Centro	de	Apoyo	a	
la	 Innovación	 y	Comercialización	de	 la	Universidad	de	Puerto	Rico	 (UPR	 i+c)	 apoyando	 a	 distintas	 empresas	 en	 investigaciones	 para	 la	
protección	 de	 su	 propiedad	 intelectual	 y	 en	 asuntos	 corporativos.	 Realizó	 labores	 judiciales	 como	 estudiante	 practicante	 en	 el	 Tribunal	
Supremo	de	Puerto	Rico,	en	la	oficina	del	Juez	Asociado	Hon.	Luis	Estrella	Martínez.	Es	co-director	del	Pro	Bono	de	Propiedad	Intelectual	y	
Startups,	donde	lidera	iniciativas	dirigidas	a	la	educación	legal	de	creativos	y	emprendedores.	Sus	intereses	profesionales	y	académicos	se	
centran	en	el	litigio	comercial,	la	propiedad	intelectual,	el	desarrollo	empresarial	y	el	derecho	real.	
1	Véase	Federal	Arbitration	Act,	9	U.S.C.	§§	1-16	(2023)	(en	donde	se	discute	las	reglas	de	arbitraje).	



 

artistas	 administren	 e	 interactúen	 con	 su	 fanaticada.2	Esta	 se	 encargó	 de	 la	 preventa	 de	 boletos	 para	 los	

conciertos	del	artista	Bad	Bunny	en	Puerto	Rico.	Aunque	en	la	compra	del	boleto	no	se	pacta	una	cláusula	

arbitral,	al	verificar	los	términos	y	condiciones	de	la	página	se	encuentra,	en	la	cláusula	número	cuarenta	y	

dos	(42),	la	designación	de	Inglaterra	como	de	la	jurisdicción	exclusiva	para	cualquier	reclamo:	“These	T&Cs	

and	this	Pre-Sale	Ballot	are	governed	by	the	laws	of	England	and	Wales,	and	any	dispute	(including	if	any	

entrants	to	this	Pre-Sale	Ballot	wish	to	take	court	proceedings)	will	be	subject	to	the	exclusive	jurisdiction	of	

the	Courts	of	England.”3	

Al	aceptar	los	términos	y	condiciones	de	la	página	para	participar	en	la	preventa	de	boletos,	el	usuario	

aceptaba,	a	su	vez,	que	cualquier	reclamo	o	disputa	que	se	generara	tendría	que	resolverse	a	más	de	cuatro	

mil	(4,000)	millas	de	distancia.	

III. Jurisprudencia	

La	jurisprudencia	ha	desempeñado	un	papel	crucial	en	la	configuración	del	marco	legal	que	rige	las	

cláusulas	arbitrales.	A	falta	de	una	legislación	concreta	y	definitiva,	los	tribunales	han	definido	algunos	límites	

e	implicaciones	legales	de	estas	cláusulas.	Los	precedentes	en	esta	materia	demuestran	lo	complejo	que	puede	

llegar	a	ser	el	derecho	contractual	en	este	siglo.	A	su	vez,	ofrecen	guías	legales	que	facilitarán	la	redacción	de	

la	normativa	de	estos	acuerdos	en	el	futuro.	

A	tenor	de	lo	antes	mencionado,	el	caso	Specht	v.	Netscape	de	2002	arroja	luz	sobre	lo	que	podría	

aplicarse	para	validar	los	acuerdos	en	una	futura	legislación.4	Decidido	por	el	Tribunal	Apelativo	del	Segundo	

Circuito,	se	analizó	la	validez	de	un	acuerdo	de	arbitraje	ubicado	en	una	página	aparte,	accesible	mediante	

un	 enlace	 distinto	 al	 que	 permitía	 descargar	 el	 programa.	 La	 corte	 falló	 a	 favor	 de	 los	 demandantes	 y	

determinó	 que	 la	 falta	 de	 notificación	 clara	 y	 de	 consentimiento	 inequívoco	 hacía	 inválido	 el	 acuerdo.	

Igualmente,	la	corte	determinó	que	los	demandantes	no	estaban	obligados	por	los	términos	y	condiciones	

provistos,	por	las	mismas	razones	por	las	que	se	invalidó	la	cláusula	de	arbitraje.5	Esta	decisión	podría	instituir	

una	 legislación	 de	 transparencia,	 dado	 que	 parecería	 haber	 una	 acción	 preventiva	 que	 habría	 otorgado	

protección	al	acuerdo	de	Netscape.	

 
2	Open	Stage,	More	about	us,	https://openstage.live/about	(última	visita	18	de	mayo	de	2026).	
3	Pre-Sale	Ballot	Terms	and	Conditions,	OPEN	STAGE,	https://badbunny-s.os.fan/badbunny.html	(última	visita	18	de	mayo	de	2026).	
4	Specht	v.	Netscape,	306	F3.d	17	(2d	Cir.	2002).	
5	Id.	en	la	pág.	20.	



 

La	 legislación	podría	 exigir	que,	 al	 aceptar	un	acuerdo	de	 términos	y	 condiciones,	 se	 realice	una	

selección	separada	pero	obligatoria	que	demuestre	el	consentimiento	y	la	aceptación	de	dichos	términos.	Esto	

podría	lograrse	mediante	una	acción	afirmativa,	como	aceptar	un	encasillado	que	lea	“[a]cepto	estos	términos	

y	condiciones”	y	que	permita	acceder	a	ellos	 fácilmente.	 Igualmente,	 la	 legislación	podrá	requerir	que	 las	

disposiciones	 más	 importantes	 de	 los	 términos	 y	 condiciones	 se	 muestren	 de	 manera	 inequívoca,	 sin	

necesidad	de	salir	de	la	pantalla	inicial	para	acceder	a	ellas.	

El	 caso	 Hubbert	 v.	 Dell	 de	 2005	 establece	 lo	 que	 se	 entendería	 como	 medidas	 de	 seguridad	

(“guardrails”)	relativas	a	la	diligencia	de	la	compañía.6	Los	demandantes	del	caso	compraron	computadoras	

a	 través	 del	 sitio	 web	 de	 Dell,	 donde	 se	 les	 informó	 que	 las	 ventas	 estarían	 sujetas	 a	 los	 Términos	 y	

Condiciones	 de	 Venta.7	 Para	 efectuar	 la	 compra,	 tuvieron	 que	 navegar	 por	 cinco	 (5)	 páginas	 web	 de	 la	

compañía.	Cada	una	contenía	un	 “hyperlink”	que	dirigía	al	 consumidor	a	 los	Términos	y	Condiciones	de	

Venta,	donde	se	encontraba	el	acuerdo	de	arbitraje.8	Además,	 las	últimas	tres	(3)	páginas	establecían	que	

todas	las	compras	quedarían	sujetas	a	estos	acuerdos	de	venta.9	Esta	información	aparecía	en	los	documentos	

de	envío	por	correo	al	cliente.	El	tribunal	decidió	que	la	cláusula	de	arbitraje	era	ejecutable	y	remitió	el	caso	

a	arbitraje.	El	Tribunal	declaró	que	los	“hyperlinks”	constituían	una	notificación	suficiente	para	hacer	válido	

el	acuerdo,	que	el	mero	hecho	de	ser	un	contrato	de	adhesión	no	lo	hacía	inválido	y	que	el	arbitraje	no	era	

necesariamente	oneroso	para	el	usuario.10	

La	 legislación	que	podría	proponerse,	 tomando	como	referencia	el	caso	mencionado,	establecería	

una	regla	que	garantice	la	notificación	clara	y	efectiva	de	los	términos	del	contrato.	Esta	exigiría	la	inclusión	

de	 avisos	 mínimos	 en	 sus	 páginas	 web	 y	 el	 uso	 de	 “hyperlinks”	 que	 faciliten	 el	 acceso	 a	 los	 acuerdos	

pertinentes.	Se	implementaría	un	mecanismo	probatorio	que	requiera	que	el	demandante	presente	evidencia	

suficiente	que	acredite	la	falta	de	eficacia	de	la	compañía	en	la	notificación	de	los	términos.	Esto	tendría	como	

objetivo	desincentivar	a	los	consumidores	de	presentar	demandas	respecto	a	acuerdos	cuya	existencia	y	cuyo	

contenido	pudieron	verificar	con	anterioridad.	Esta	instrucción	incentivaría	a	las	compañías	a	implementar	

 
6	Hubbert	v.	Dell,	835	N.E.	2d	113	(III.	App.	Ct.	2005).	
7	Id.	en	la	pág.	117-18.	
8	Id.	
9	Id.	
10	Id.	en	la	pág.	121,	124.	



 

la	medida	para	que	les	brinde	una	protección	ante	este	tipo	de	reclamaciones.	Adicionalmente,	la	regulación	

permitiría	a	los	tribunales	desestimar	casos	sin	necesidad	de	realizar	un	análisis	exhaustivo	de	la	prueba	y	la	

evidencia.	

En	2016,	el	Tribunal	de	Apelaciones	del	Segundo	Circuito	abordó	la	validez	de	los	contratos	digitales	

de	adhesión	en	Amazon.11	Este	contrato	de	adhesión	contenía	los	términos	y	condiciones	de	Amazon,	entre	

los	que	figuraba	una	cláusula	de	arbitraje.	Nicosia	alegó	que	Amazon	vendió	productos	ilegales	y	que	debía	

ser	llevada	ante	el	tribunal,	pero	esta	argumentó	que	los	términos	y	condiciones	se	aceptaron	mediante	las	

compras	realizadas	en	su	plataforma.	Los	términos	y	condiciones	estaban	disponibles	a	través	de	un	enlace	

ubicado	en	la	parte	inferior	de	la	página.	El	Tribunal	de	Apelaciones	debió	analizar	si	se	proporcionó	aviso	

suficiente	en	un	contrato	digital	en	el	que	no	se	realizó	una	acción	afirmativa,	pero	en	el	que	el	cliente	tuvo	

la	oportunidad	de	saber	que	existía	un	acuerdo	entre	las	partes.		

Finalmente,	el	tribunal	determinó	que	Nicosia	aceptó	los	términos	y	condiciones	al	utilizar	la	página	

web.	Fundamenta	su	decisión	argumentando	que	la	omisión	de	leer	los	términos	y	condiciones	no	hace	el	

acuerdo	nulo:	“[a]s	with	paper	contracts	or	shrinkwrap	agreements,	to	be	bound,	an	internet	user	need	not	

actually	read	the	terms	and	conditions	or	click	on	a	hyperlink	that	makes	them	available	as	long	as	she	has	

notice	of	their	existence.”12	Además,	basado	en	leyes	de	Washington,	de	donde	proviene	el	caso,	la	conducta	

del	cliente	es	determinante	para	la	validez	del	contrato:	“[A]n	offeree	is	still	bound	by	the	provision	if	he	or	

she	is	on	inquiry	notice	of	the	term	and	assents	to	it	through	the	conduct	that	a	reasonable	person	would	

understand	to	constitute	assent.”13	

Este	escrito	presenta	la	noción	de	la	modalidad	de	contratos	“browsewrap”.	En	estos	casos,	el	cliente	

acepta	simplemente	mediante	el	uso	de	la	página	web	que	contiene	un	“hyperlink”	a	los	acuerdos,	sin	requerir	

una	manifestación	expresa	de	aceptación.14	Este	tipo	de	contrato	fue	originalmente	presentado	y,	de	alguna	

manera,	aprobado	en	Specht,	donde	se	establece	que	“[m]utual	manifestation	of	assent,	whether	by	written	

or	spoken	word	or	by	conduct,	 is	 the	touchstone	of	contract.”15	Una	 legislación	elaborada	conforme	a	 los	

 
11	Nicosia	v.	Amazon.com,	Inc.,	834	F3d.	220	(2d	Cir.	2016).	
12	Id.	en	la	pág.	232.	
13	Id.	en	la	pág.	233.	
14	Specht	v.	Netscape,	306	F3.d	17,	31	(2d	Cir.	2002).	
15	Id.	en	la	pág.	29.	



 

estándares	de	Nicosia	exigiría	una	delineación	específica	o	requisitos	para	que	ese	enlace	sea	más	accesible	

sin	causar	duda	razonable.16	De	esta	manera,	se	benefician	los	tribunales	al	no	tener	que	pasar	prueba	más	

allá	de	los	requisitos	básicos	que	se	proponen	en	la	ley.	Por	ejemplo,	la	ley	podría	especificar	que	el	enlace	se	

coloque	en	la	parte	superior	de	la	pantalla,	donde	las	personas	puedan	verlo	de	primera	mano	y	no	tengan	

que	llegar	hasta	el	final	de	la	página	web	para	encontrarlo.		

El	Tribunal	de	Apelaciones	para	el	Cuarto	Circuito,	en	Marshall	v.	Georgetown	Memorial	amplió	la	

discusión	 sobre	 la	 razonabilidad	 del	 consentimiento	 en	 los	 contratos	 digitales.16	 La	 demandante,	 Loretta	

Marshall,	alegó	discriminación	laboral	y	cuestionó	la	validez	de	la	cláusula	arbitral	incluida	en	la	solicitud	de	

empleo.	La	parte	demandada	argumentó	que	Marshall	había	acordado	acudir	al	arbitraje	mediante	la	solicitud	

de	empleo	de	2020.	En	2016,	la	demandante	presentó	una	solicitud	de	empleo	en	formato	digital	al	mismo	

hospital.	La	página	web	le	requería	que	aceptara	los	términos	y	condiciones	mediante	un	botón	y	advertencias	

explícitas.		

Al	 solicitar	otra	posición	en	el	 año	2020,	 la	plataforma	 le	proporcionó	a	Marshall	 la	 información	

completa	de	su	solicitud	previa,	pero	no	exigió	que	se	desplazara	hasta	el	final	de	la	página	para	aceptar	los	

acuerdos.	El	tribunal	determinó	que,	al	permitir	el	envío	de	la	solicitud	sin	requerir	la	aceptación	expresa	de	

los	 términos,	 la	 plataforma	 no	 ofrecía	 una	 notificación	 razonable	 ni	 una	 manifestación	 válida	 de	

consentimiento;	por	consiguiente,	denegó	el	paso	al	 arbitraje.	Además,	hizo	hincapié	en	 lo	detallado	por	

Specht:	“[i]n	the	internet	context,	the	magistrate	judge	reasoned,	a	user	who	can	conduct	her	business	on	one	

screen	of	a	website	is	not	presumed	to	have	notice	of	content	that	would	become	visible	only	if	the	user	took	

further	action,	like	scrolling	down	to	see	additional	screens.”17	

Al	discutir	el	marco	general	del	conocimiento	de	las	personas	sobre	los	contratos	digitales,	el	tribunal	

trae	al	contexto	digital	el	principio	de	duty	to	read	el	cual	“does	not	morph	into	a	duty	to	ferret	out	contract	

provisions	when	they	are	contained	in	inconspicuous	hyperlinks	…	or	can	be	found	only	by	scrolling	down	

through	additional	screens.”18	Este	caso	vuelve	a	plantear	la	noción	de	que	los	contratos	digitales	no	pueden	

aceptarse	de	 forma	 implícita.	A	diferencia	de	 su	 aplicación	 en	 el	 año	 2016,	 en	 la	 que,	 como	 requisito,	 se	

 
16	Marshall	v.	Georgetown	Mem’l	Hospital,	112	F.	4th	211	(4th	Cir.	2024).	
17	Id.	en	la	pág.	216.	
18	Id.	en	la	pág.	220.	



 

marcaba	“ACEPTO”	junto	a	los	términos	visibles,	el	diseño	de	la	página	en	el	año	2020	permitía	enviar	la	

solicitud	 sin	 siquiera	 ver	 el	 acuerdo.	 La	 decisión	 reafirma	 que	 los	 contratos	 digitales	 deben	 incluir	 una	

notificación	razonable	y,	en	este	caso,	no	hubo	tal	notificación.19	Según	este	caso,	una	legislación	propuesta	

requeriría	una	manifestación	expresa	de	consentimiento	del	usuario	para	obligar	al	arbitraje	previo	a	seguir	

usando	la	plataforma.	Además,	debe	requerir	que	la	aceptación	de	los	acuerdos	figure	siempre	al	final	de	las	

páginas	digitales,	lo	cual	podría	haber	cambiado	el	resultado	de	este	caso.		

IV. Reformulación,	pero	¿a	qué	costo?	

En	su	artículo	Relational	Contracts	of	Adhesion,	el	profesor	David	Hoffman	discute	las	razones	por	las	

que	las	compañías	suelen	evitar	reformular	sus	términos	y	condiciones.20	Uno	de	estos	factores	es	la	necesidad	

de	que	el	proceso	sea	realizado	por	 la	propia	compañía,	 sin	asistencia	externa,	 lo	que	 implica	una	mayor	

demora.21	Además,	menciona	que,	para	realizar	este	proceso,	la	compañía	debe	autoevaluarse	para	determinar	

cómo	utilizar	los	términos	y	condiciones	como	método	de	presentación	ante	sus	clientes	o	usuarios.22	Según	

Hissan	Bajwa,	quien	participó	en	el	desarrollo	de	los	términos	y	condiciones	de	Etsy,	estos	aspectos	pueden	

resultar	costosos:	 “Indeed,	 […],	 the	revision	process	 took	six	months,	much	of	 it	on	nights	and	weekends	

carved	out	from	the	day-to-day	work	of	being	a	lawyer	for	a	busy	and	growing	firm.”23		

Más	allá	del	tiempo	que	toma	hacer	estas	enmiendas	y	lo	costoso	que	resultan	ser,	consideran	que	

generalmente	no	se	justifica:	“More	generally,	general	counsel	argue	that	the	time	spent	on	terms	is	quite	

difficult	to	justify	in	a	world	in	which	much	of	what	must	be	contained	in	terms	of	use	is	mandated	by	law	or	

compelled	by	solving	transnational	compliance	problems”.24	

Según	los	abogados	entrevistados	por	Hoffman,	la	complejidad	y	la	redacción	poco	accesible	de	los	

términos	y	condiciones	no	son	accidentales,	sino	que	obedecen	a	una	decisión	deliberada.25	Estos	exponen	

que	los	abogados	intentan	resolver	problemas	de	cumplimiento	a	nivel	global,	mientras	se	gestionan	aspectos	

internos	de	la	compañía	y	se	concilian	con	ámbitos	tan	sensibles	como	las	políticas	de	privacidad.26	Desde	

 
19	Id.	en	la	pág.	223.		
20	David	A.	Hoffman,	Relational	Contracts	of	Adhesion,	85	U.	CHI.	L.	REV.	1395	(2018).	
21	Id.	en	la	pág.	1447.	
22	Id.	
23	Id.	en	la	pág.	1451.	
24	Id.	
25	Id.	en	la	pág.	1452.	
26	Id.	



 

esta	 perspectiva,	 sostienen	 que,	 contrario	 a	 lo	 planteado	 por	 Hoffman,	 introducir	 mayor	 creatividad	 o	

simplificar	los	términos	y	condiciones	podría	resultar	contraproducente	para	la	compañía.	

Además,	surgen	otros	planteamientos	que	pueden	anticiparse	como	argumentos	que	el	legislador	o	

el	tribunal	podría	recibir	de	la	defensa	de	la	compañía.	Primero,	en	la	era	digital,	la	información	se	ha	vuelto	

más	accesible.	Si	un	usuario	desea	consultar	los	términos	y	condiciones	de	una	compañía,	puede	simplemente	

introducir	estas	palabras	en	su	buscador	preferido	y	tenerlas	a	su	alcance.	Argumentar	que	los	términos	y	

condiciones	 estaban	 ocultos	 en	 la	 página	 web	 no	 resulta	 tan	 válido	 a	 la	 luz	 del	 desarrollo	 tecnológico.	

Segundo,	los	usuarios	han	integrado	el	uso	de	la	inteligencia	artificial	en	sus	búsquedas	de	información.	Este	

podría	copiar	y	pegar	fácilmente	los	términos	y	condiciones	de	una	compañía	en	alguna	de	estas	plataformas	

y	 solicitar	 un	 resumen	 para	 una	 mejor	 comprensión.	 Sin	 embargo,	 estos	 argumentos	 resultan	

contraproducentes	a	la	vez.	Una	compañía	podría	tomar	estos	pasos	por	sí	misma	para	que	los	términos	y	

condiciones	sean	accesibles	para	sus	usuarios	y	evitar	pleitos	posteriores,	como	ya	se	ha	delineado	en	este	

escrito.	

V. Historial	reglamentario	federal	

La	reglamentación	de	un	aspecto	de	esta	práctica	ya	se	ha	desarrollado.	En	relación	con	la	regulación	

de	los	términos	y	condiciones	de	las	compañías	financieras,	incluidos	los	acuerdos	de	arbitraje,	la	Oficina	de	

Protección	Financiera	del	Consumidor	(“CFPB”,	por	sus	siglas	en	inglés)	aprobó	la	regulación	12	CFR	1040.27	

Esta	creaba	una	restricción	a	las	cláusulas	de	arbitraje	forzoso,	lo	que	limitaba	la	capacidad	de	las	empresas	

que	ofrecían	servicios	financieros	para	incluir	cláusulas	que	obligaran	a	sus	usuarios	a	resolver	toda	disputa	

mediante	arbitraje	y	a	renunciar	a	su	derecho	a	acudir	a	procesos	judiciales	tradicionales.28	Además,	privaba	

a	los	proveedores	del	uso	del	arbitraje	como	mecanismo	para	impedir	los	pleitos	de	clase	en	la	corte	y	les	

obligaba	a	informar	al	usuario	de	esta	práctica.	

Esta	regulación	fue	publicada	el	19	de	julio	de	2017	y	entró	en	vigor	el	18	de	septiembre	del	mismo	

año.	La	Cámara	de	Representantes	y	el	Senado,	ejerciendo	sus	facultades	mediante	una	revisión,	aprobaron	

una	resolución	denegatoria	de	esta	regla.	El	presidente	estadounidense	Donald	Trump	la	convirtió	en	la	Ley	

 
27	12	CFR	§	1040	(2017).	
28	12	CFR	§	1040	(2017).	



 

Pública	115-74	en	noviembre	de	2017.	Esto	dejó	sin	efecto	los	acuerdos	de	la	regla	de	arbitraje	que	la	CFBP	

pretendía	imponer.29	El	14	de	enero	del	año	2025,	el	CFBP	publicó	para	comentario	la	regulación	12	CFR	1027.30	

Esta	excluye	explícitamente	cualquier	reglamentación	que	contravenga	cláusulas	prohibitivas	de	arbitraje;	sin	

embargo,	“[t]he	proposed	rule	would	not,	however,	prohibit	clauses	with	regard	to	procedural	rights,	 like	

venue	clauses,	arbitration	clauses	prohibiting	court	adjudication,	or	class	action	waivers.”31	

Excepto	 los	 acuerdos	 de	 arbitraje,	 esta	 propuesta	 prohíbe	 incluir	 en	 los	 contratos	 la	 renuncia	 a	

derechos	legales	sustantivos.	Esto	responde	a	la	renuncia	de	estos	derechos	en	contratos	de	adhesión,	que	la	

CFBP	considera	que	 “crean	un	desbalance	profundo	de	poder	entre	 las	partes	 contratantes”.32	Durante	el	

desarrollo	de	esta	reglamentación,	se	podrá	observar	el	poder	que	la	legislatura	federal	otorga	al	arbitraje.	

Puesto	que,	de	ser	favorecida	esta	propuesta,	se	confirmará	la	predilección	por	las	corporaciones	y	su	libertad	

de	contratar.	

VI. ¿Quién	lo	ha	puesto	en	práctica?	

El	profesor	David	A.	Hoffman	expone	ciertos	 casos	de	 compañías	que	 redactaron	 sus	 términos	y	

condiciones	a	 favor	del	usuario	y	de	 sí	mismas	en	contratos	digitales	de	adhesión.33	Él	 argumenta	que	 la	

modalidad	de	contratos	digitales	de	adhesión	ha	vuelto	los	contratos	a	 la	discreción	de	las	firmas	que	los	

formulan.	En	el	caso	de	Bumble,	hoy	en	día,	comienzan	sus	términos	y	condiciones	con	una	introducción	de	

varios	párrafos,	los	cuales	mencionan	la	práctica	de	“browsewrap”	de	manera	clara	y	legible	para	el	usuario	

común:	

“This	is	a	contract	between	you	and	the	Bumble	Group	(as	defined	further	below)	and	we	want	you	
to	know	yours	and	our	rights	before	you	use	the	Bumble	website	or	application	(“Bumble”	or	the	
“App”).	Please	take	a	few	moments	to	read	these	Terms	before	enjoying	the	App,	because	once	you	
access,	view	or	use	the	App,	you	are	going	to	be	legally	bound	by	these	Terms	(so	probably	best	to	
read	them	first!).”34	
	
Este	 primer	 párrafo	 aclara	 que,	 al	 seguir	 usando	 la	 plataforma,	 el	 usuario	 quedará	 legalmente	

vinculado	a	los	términos	y	condiciones.	Igualmente,	le	solicita	que,	por	favor,	los	lea,	demostrándole	al	cliente	

que	 es	 importante	 para	 la	 compañía	 que	 esté	 informado.	 Además,	 aprovechan	 uno	 de	 estos	momentos	

 
29	Pub.	L.	No.	115-74,	131	Stat.	1243	(2017).	
30	12	CFR	§	1027	(2025).	
31	12	CFR	§	1027	(i)	(A)	(2025).		
32	12	CFR	§	1027	(i)	(A)	(2025).	
33	David	A.	Hoffman,	supra	nota	20. 
34	Bumble,	Terms	and	Conditions	of	Use,	https://bumble.com/en-us/terms	(última	visita	18	de	mayo	de	2026).	



 

iniciales	del	contrato	para	explicar	el	arbitraje	y	cómo	renunciar	a	él.	El	 tercero	de	 los	cuatro	párrafos	de	

portada	dice	así:	

“You	should	also	note	that	Section	14	of	these	Terms	contains	provisions	governing	how	claims	that	
you	and	Bumble	Group	have	against	each	other	are	resolved.	In	particular,	it	contains	an	arbitration	
agreement	that	will,	with	limited	exceptions,	require	disputes	between	us	to	be	submitted	to	binding	
and	final	arbitration.	You	have	a	right	to	opt	out	of	the	arbitration	agreement	pursuant	to	Section	14	
below.	If	you	do	not	opt	out	of	the	arbitration	agreement	in	accordance	with	Section	14,	(1)	you	will	
only	be	permitted	to	pursue	claims	and	seek	relief	against	us	on	an	individual	basis	only;	and	(2)	you	
are	waiving	your	right	to	seek	relief	in	a	court	of	law	and	to	have	a	jury	trial	on	your	claims.”35	
Al	explicar	el	arbitraje	y	las	maneras	de	renunciarlo,	está	demostrando	su	interés	en	que	el	cliente	

tenga	conocimiento	al	respecto,	lo	cual	podría	usarse	como	defensa	en	caso	de	que	surja	un	pleito	de	validez.	

Esto,	con	tal	de	demostrar	que	la	compañía	realmente	intentó	enseñarle	al	cliente	que	la	manera	de	resolver	

pleitos	es	mediante	el	arbitraje.	En	situaciones	como	esta,	donde	la	compañía	informa	a	su	usuario,	luce	bien	

ante	sus	clientes	por	mostrar	interés	en	ellos	y	en	sus	protecciones	legales,	y	a	la	vez	protege	a	la	compañía	

de	cualquier	reclamo	en	contra	de	la	validez	de	los	acuerdos.	Desde	la	autoría	del	artículo	hasta	la	fecha,	la	

compañía	 ha	 cambiado	 algunas	 palabras	 en	 estos	 párrafos	 introductorios,	 pero	 ha	mantenido	 el	 aspecto	

“refreshing”	 que	 destaca	 el	 profesor	Hoffman.36	 Este	 caso	 es	 el	 ejemplo	 vivo	 de	 lo	 que,	 al	 final,	 quedará	

propuesto	en	una	legislación	ideal.	Solamente	con	una	introducción	de	cuatro	párrafos	cortos,	la	compañía	

podría	ahorrarse	pleitos	en	los	tribunales	sobre	la	validez	de	estos	términos	y	condiciones,	tomando	en	cuenta	

los	casos	expuestos	en	este	escrito.	

El	profesor	también	presenta	el	caso	de	la	compañía	Etsy.	En	este	caso,	el	equipo	legal	decidió	hacerlo	

de	modo	que	reflejara	los	aspectos	más	importantes	de	la	compañía.	Para	esto,	tuvieron	que	“romperlo	todo	

y	comenzar	de	cero”.37	Esto,	con	la	intención	de	llevarlo	al	punto	exacto	en	el	que	converjan	la	accesibilidad	

de	lectura	para	el	usuario	y	la	ejecutabilidad	desde	una	perspectiva	legal.38	Cuando	se	abre	la	plataforma,	los	

términos	y	condiciones	están	disponibles	como	“hyperlink”	en	la	parte	inferior	de	la	página	web,	como	de	

costumbre.	Al	ingresar	a	la	página,	el	primer	párrafo,	y	lo	único	que	se	observa	en	texto	en	negrillas,	hace	

referencia	al	arbitraje	de	una	manera	precisa	y	dirige	al	usuario	a	la	sección	que	lo	detalla:	

“Please	note	that	Section	11	of	the	Terms	below	contains	a	binding	arbitration	agreement	and	
class	action	waiver	for	users	in	North	and	South	America.	By	agreeing	to	the	Terms,	you	and	

 
35	Id.	
36	David	A.	Hoffman,	supra	nota	20	en	la	pág.	1422	(2018).	
37	Id.	en	la	pág.	1433.		
38	Id.		



 

Etsy	agree	to	submit	any	disputes	between	us	exclusively	to	individual	arbitration	and	not	to	
sue	in	court,	except	in	the	limited	circumstances	described	below.”39	
	
Esta	pantalla	incluye	un	mensaje	de	apertura	que	da	la	bienvenida	al	usuario,	le	agradece	su	presencia	

y	le	invita	a	seguir	las	“reglas	de	la	casa”.40	Además,	le	sigue	un	índice	que	facilita	el	acceso	a	cualquiera	de	las	

secciones	importantes	del	acuerdo	de	términos	y	condiciones.	Estos	elementos	permiten	que,	al	igual	que	

Bumble,	 la	 compañía	 tenga	 como	 defensa	 la	 visibilidad	 del	 acuerdo	 de	 arbitraje	 y	 así	 hacer	 valer	 dicho	

acuerdo.	

VII. Propuesta	Legislativa	

Los	contratos	digitales	son	innegablemente	una	parte	importante	del	ámbito	legal	del	siglo	21.	La	

transformación	 que	 ha	 experimentado	 este	 tipo	 de	 contrato	 ha	 permitido	 que	 disposiciones	 como	 las	

cláusulas	arbitrales	sean	ubicadas	en	lugares	poco	o	no	visibles	en	su	totalidad.	Esto	afecta	el	consentimiento	

y	el	aviso	para	la	parte	contratante	que,	en	ciertas	instancias,	se	ve	obligada	al	arbitraje	sin	siquiera	saberlo	y	

pierde	su	derecho	a	recurrir	a	los	tribunales.	La	falta	de	legislación	específica	que	regule	la	localización,	la	

notificación	 y	 la	 aceptación	 de	 estas	 cláusulas	 permite	 prácticas	 que	 atentan	 contra	 los	 principios	

contractuales	 básicos.	Utilizando	 lo	 investigado	 en	 la	 jurisprudencia	 y	 los	 ejemplos	 prácticos,	 se	 pueden	

identificar	lagunas	importantes	en	las	que	se	podría	reglamentar	sin	limitar	totalmente	la	posición	del	juez	

para	interpretar.	Por	tal	razón,	la	legislación	propuesta	se	enfoca	en	dos	puntos	claves:	

1. Localización	y	visibilidad	efectiva	de	la	cláusula	arbitral	
Toda	 cláusula	 arbitral	 que	 forme	 parte	 de	 un	 contrato	 digital	 debe	 ubicarse	 dentro	 del	 espacio	

principal	de	los	acuerdos	de	términos	y	condiciones.	Aunque	no	se	incluya	la	cláusula	en	su	totalidad,	debe	

especificarse	la	práctica	del	arbitraje,	lo	que	implicaría	la	opción	de	renunciar	a	ella	y	dirigir	al	usuario	a	la	

cláusula	para	que	la	pueda	leer	con	detalle.	Este	texto	debe	identificarse	mediante	algún	factor	diferenciador	

respecto	del	 resto	del	 texto	que	 se	 encuentre	 en	esta	pantalla,	por	 ejemplo,	mediante	negrillas.	 La	única	

manera	en	que	se	podrían	tener	los	acuerdos	en	una	página	aparte	es	si	el	proceso	notifica	al	usuario	y	lo	

obliga	a	acceder	a	ellos	para	poder	aceptarlos.	

 
39	Etsy,	Terms	and	Conditions	of	Use	(2	de	abril	de	2025),	https://www.etsy.com/legal/terms-of-use?ref=ftr.	
40	Id.	



 

2. Consentimiento	afirmativo	y	expreso	para	las	cláusulas	arbitrales	
Toda	 cláusula	 arbitral	 que	 forme	 parte	 de	 un	 contrato	 digital	 debe	 contar	 con	 consentimiento	

afirmativo	 y	 expreso	mediante	 una	 acción	 inequívoca	 por	 parte	 del	 usuario.	 Esto	 podría	 llevarse	 a	 cabo	

mediante	una	aceptación	acompañada	de	un	encasillado	que	diga	“ACEPTO”	o	un	texto	similar,	o	mediante	

alguna	práctica	que	obligue	al	usuario	a	realizar	una	acción	adicional	para	aceptar.	

Ante	 mi	 consideración,	 la	 primera	 propuesta	 resulta	 más	 viable	 conforme	 a	 la	 jurisprudencia	

expuesta.	Los	casos	han	demostrado	que	 los	 tribunales	podrían	 invalidar	cláusulas	arbitrales	por	su	mera	

localización,	al	igual	que	han	validado	cláusulas	por	el	mero	principio.	Esto	demuestra	lo	fundamental	que	es	

la	 localización	 en	 este	 tipo	de	 casos	 y	 la	 falta	 de	una	 legislación	que	permita	 calibrar	 las	 decisiones.	 Sin	

embargo,	exigir	un	consentimiento	afirmativo	e	invalidar	cuando	no	se	obtenga	supone	mayores	obstáculos.	

Las	decisiones	antes	estudiadas	 también	brindan	 flexibilidad	a	 las	 compañías	en	 la	 forma	de	cumplir	 sus	

acuerdos	contractuales,	incluida	la	manera	en	que	obligan	a	las	personas	a	cumplirlos.	

VIII. Conclusión	

Los	 contratos	 digitales	 ya	 son	 una	 parte	 inevitable	 del	 ámbito	 contractual	 que	 nos	 apremia.	 La	

ubicación	de	los	acuerdos	de	arbitraje	resulta	fundamental	para	su	aceptación	y	validez,	ya	que	inciden	en	el	

consentimiento	prestado.	Tanto	así	que	 los	casos	 traídos	a	colación	 lo	determinan.	Brindando	enfoque	e	

importancia	a	la	notificación	y	la	visibilidad	necesarias	para	estos	tipos	de	acuerdos	en	los	contratos	digitales.	

Además,	centran	su	análisis	en	 la	necesidad	de	una	manifestación	de	consentimiento	clara	y	expresa	por	

parte	de	los	usuarios.	Al	redactar	una	legislación,	es	importante	analizar	estos	aspectos	clave,	 incluyendo	

casos	 en	 los	 que	 se	 han	 implementado	 prácticas	 que	 se	 quieren	 aplicar,	 como	 los	 de	 Bumble	 y	 Etsy.	

Igualmente,	al	proponer	legislar	sobre	aspectos	de	este	tipo	de	acuerdos	y	su	localización,	debe	ser	realista	

respecto	de	las	probabilidades	de	éxito	de	dicha	propuesta.	Una	legislación	responsable	podría	impulsar	una	

reforma	de	los	contratos	de	adhesión	digitales,	cuyo	enfoque	sea	garantizar	a	los	consumidores	que	estarán	

informados	y	conscientes	de	los	términos	que	aceptan.	

Tanto	 este	 análisis	 como	 la	 propuesta	 de	 legislación	 deben	 servir	 no	 solo	 como	 referencia,	 sino	

también	 como	guía	para	 las	 compañías	 en	 su	desarrollo	 contractual.	 Invertir	 en	un	acuerdo	de	 arbitraje	

correctamente	 ubicado,	 notificado	 y	 redactado	 no	 solo	 protege	 los	 derechos	 de	 los	 consumidores	 en	 la	

jurisdicción	en	 la	que	se	encuentre,	sino	que	también	asegura	 la	efectividad	del	acuerdo	y	posiciona	a	 la	



 

compañía	como	interesada	en	el	bienestar	de	quienes	lo	consumen.	Además,	evita	costos	de	litigio	derivados	

de	 demandas	 o	 casos	 evitables.	Que	 este	 análisis	 quede	 como	 recordatorio	 de	 que,	 en	 su	momento,	 un	

acuerdo	contractual	efectivo	es	la	mejor	estrategia.	


